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En la ciudad de La Paz, Baja California Sur, a veinte de junio del 

dos mil diecinueve, y VISTOS los autos para resolver en definitiva el 

Juicio de Nulidad contenido en el expediente registrado bajo el número 

040/2018-LPCA-II, promovido por ****************************************, 

seguido en contra del DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y 

MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR; el suscrito Magistrado de esta Segunda Sala Instructora del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante 

el Secretario de Estudio y Cuenta, quien da fe, y de conformidad a lo que 

establecen los artículos 56 y 57 de la Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, procede a emitir 

sentencia definitiva en los siguientes términos: 

 

R E S U L T A N D O S: 

 

I. Mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes de este 

Tribunal de Justicia Administrativa en el Estado, el uno de octubre de dos 

mil dieciocho, ****************************************, presentó demanda de 

nulidad en contra de la resolución identificada bajo el número NCI: 

2P/060718/055, de fecha dieciséis de agosto del dos mil dieciocho, 

contenida en el oficio número UTM/2962/5/2018, emitida por el emitida 

por el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD 

DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR. (visible 

en fojas 002 a 009). 

 

II. Mediante auto de fecha dos de octubre de dos mil 

dieciocho, se tuvo por admitida la demanda y sus anexos, se registró en 



el libro de gobierno correspondiente bajo el número de expediente 

040/2018-LPCA-II, teniéndose por ofrecidas, admitidas y desahogadas 

por su propia y especial naturaleza las pruebas documentales señaladas, 

así como la instrumental de actuaciones y la presuncional en su doble 

aspecto, descritas en el punto ¨V¨ del capítulo de pruebas de su escrito 

inicial, ordenándose correr traslado con efectos de emplazamiento a la 

autoridad demandada. (visible en fojas 014 a 015 frente y reverso de 

autos). 

 

III. Por escrito recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal 

de Justicia Administrativa en el Estado, el veinte de noviembre de dos mil 

dieciocho, el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y 

MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR, formuló contestación a la demanda instaurada en su contra (visible 

en fojas 018 a 030), al que con proveído de veintiuno de noviembre del 

dos mil dieciocho, por una parte, se tuvo por presentando el escrito y 

anexos agregados, así como por admitidas y desahogadas las pruebas 

relativas a los expedientes administrativos adjuntas al referido libelo; y 

por otra parte, se le requirió la exhibición de diversa documental 

otorgándose un plazo de cinco días para desahogar el requerimiento 

formulado. (visible en fojas 031 a 032 frente y reverso de autos). 

 

IV. El treinta de noviembre de dos mil dieciocho, el DIRECTOR 

DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL GOBIERNO 

DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, mediante oficio número 

UTM/4801/4/2018, de esa data, atendió el requerimiento formulado y 

precisado en el punto anterior (visible en foja 036), al que por auto de 

fecha tres de diciembre de dos mil dieciocho, se le tuvo por cumpliendo 

dicho mandato, por lo que se le tuvo por formulando contestación a la 
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demanda instaurada en su contra, ordenándose el traslado de ley a la 

parte demandante. (visible en foja 037 frente y reverso de autos). 

 

V. Mediante proveído del cuatro de marzo de dos mil 

diecinueve, esta Sala Instructora, de conformidad con el nominal 48 de 

la ley procedimental adjetiva, para un mejor conocimiento de los hechos 

controvertidos y derivado de la revisión a las constancias agregadas en 

autos, requirió a la autoridad demandada DIRECTOR DE LA UNIDAD 

DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA SUR, para que un plazo de tres días remitiera copia 

certificada de la diversa solicitud signada por la hoy demandante, 

precisada en el resultando primero de la resolución emitida dentro del 

recurso de reconsideración materia del presente juicio. (visible en foja 

039 frente y reverso de autos). 

 

VI. En fecha once de marzo de dos mil diecinueve, el 

DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL 

GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, mediante 

oficio número UTM/0976/4/2019, del día ocho esa data, atendió el 

requerimiento antes mencionado (visible en fojas 042 a la 044), al que 

por auto de fecha trece del mismo mes y año se le tuvo por cumpliendo 

y quedando a disposición de la parte demandante, según lo preceptúa el 

artículo 20, fracción V de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur. (visible en foja 045 

frente y reverso de autos) 

 

VII. Por acuerdo del tres de abril de dos mil diecinueve, en 

virtud que no existían pruebas o cuestiones pendientes que desahogar, 

se otorgó a las partes el plazo de cinco días hábiles comunes para que 



formularan alegatos por escrito, en la inteligencia que vencido dicho 

plazo, con alegatos o sin ellos, sin necesidad de declaratoria expresa, 

quedaría cerrada la instrucción. (visible en foja 046 frente y reverso de 

autos). 

 

VIII. Por acuerdo de veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, 

del estado de autos se advirtió el transcurso de los cinco días señalado 

para que las partes formularan alegatos, sin que alguna de ellas lo 

hubiera realizado, por consiguiente y al no haber cuestión pendiente por 

resolver, conforme a lo que establece el artículo 54, segundo párrafo de 

la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur, se determinó que se emitiera sentencia definitiva en 

el presente asunto dentro del plazo establecido en el artículo 56 de la ley 

de la materia. (visible en foja 047 frente y reverso de autos). 

 

C O N S I D E R A N D O S: 

 

PRIMERO: Competencia. Esta Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, con fundamento 

en el artículo 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en los artículos 64 fracciones XLIV y XLV, y 157 

fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Baja California Sur, con apego a lo establecido en los artículos 1, 2, 4, 

6, 7, 8, 11, 12, 14, 15 y 35 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, artículos 9 y 19 

fracciones IV, X y XX del Reglamento Interior del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, es plenamente 

competente para conocer y resolver en definitiva el presente juicio de 

conformidad a los artículos 1, 56, 57, 59 fracción II, 60 fracción III de la 



 
DEMANDANTE: *************************. 
DEMANDADO: DIRECTOR DE LA 
UNIDAD DE TRANSPORTE Y 
MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR. 
EXPEDIENTE No. 040/2018-LPCA-II. 
 

5 
 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur.  

 

SEGUNDO: Existencia de la resolución impugnada. 

Consistente en la resolución identificada bajo el número NCI: 

2P/060718/055, de fecha dieciséis de agosto del dos mil dieciocho, 

contenida en el oficio número UTM/2962/5/2018, emitida por el emitida 

por el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD 

DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR (visible 

en fojas 002 a 009), quedó debidamente acreditada en autos de 

conformidad a los artículos 47, párrafos primero y segundo, en relación 

con el artículo 53 de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur, y de aplicación supletoria con los 

artículos 275, 278, 282, 286 fracciones II, IX y X del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California Sur, en virtud de 

que la parte actora acompañó a su escrito de demanda el original de la 

resolución impugnada. 

 

TERCERO: Causales de improcedencia y sobreseimiento. 

Estas se analizan a petición de parte o de oficio, por ser cuestiones de 

orden público y de estudio preferente. Por lo que, al no haber 

manifestaciones de las partes contendientes al respecto, son analizados 

de manera oficiosa los artículos 14 y 15 de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur, y al no 

advertirse la configuración de alguna de estas, por lo que, no se 

sobresee en el presente juicio contencioso administrativo, y, en 

consecuencia, se procede con el estudio de la causa que nos ocupa. 

 



CUARTO: Análisis de los conceptos de impugnación. Al 

respecto, esta Sala se avoca a resolver el planteamiento vertido en el 

único concepto de impugnación contenido en el escrito de demanda de 

la hoy accionante respecto del acto impugnado en el presente juicio. 

 

De forma previa, resulta oportuno señalar que la naturaleza 

jurídica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California Sur, lo define como un órgano autónomo, apegado en todos 

sus actos y resoluciones a los principios de legalidad, de máxima 

publicidad, respeto a los derechos humanos, verdad material, 

razonabilidad, debido proceso, entre otros, dotado de plena jurisdicción 

en los asuntos que le competen, como en el caso, la de dirimir las 

controversias de carácter contencioso-administrativo que se susciten 

entre cualquier autoridad administrativa perteneciente a la 

administración pública estatal o municipal, de sus municipios, órganos 

descentralizados con los particulares que vean afectado o transgredido 

sus intereses jurídicos; así como, de estos con aquellos, ello, conforme 

al procedimiento previamente establecido en la ley1. 

 

Luego, este tribunal, al ser de plena jurisdicción, que enmarca 

su espectro de actuación en determinar la legalidad o ilegalidad de los 

actos y/o resoluciones de acuerdo a las pretensiones que se deduzcan 

en el procedimiento establecido en la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur2 , 

misma que regula el juicio que hoy nos ocupa, es necesario establecer 

que la materia de los asuntos que se ventilan en esta sede 

contenciosa son de mera de legalidad. 

 
1 Artículo 1 y 2 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, 
publicada en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur el 27 de junio de 2017. 
2 Publicada el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur el 14 de mayo de 2018. 
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Sin que obste lo anterior, que de acuerdo a los sistemas de 

control constitucional en el orden jurídico mexicano vigente a partir de 

las reformas constitucionales ocurridas en el mes de junio del año dos 

mil once; al que por un lado, se deja la responsabilidad a los órganos 

del Poder Judicial de la Federación de la aplicación del modelo de 

control concentrado, mediante los instrumentos procesales (acciones 

de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo uni-

instancial y bi-instancial); y por el otro lado, al resto de los órganos 

jurisdiccionales (locales o federales) se permite la aplicación del 

modelo de control difuso, por lo que, hasta este momento se arriba a 

una primera conclusión de que el sistema de control constitucional que 

impera en México es mixto. 

 

Apoya lo anterior, el criterio que se localiza en la Época: Novena 

Época Registro: 160480 Instancia: Pleno Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro III, Diciembre 

de 2011, Tomo 1 Materia(s): Constitucional Tesis: P. LXX/2011 (9a.) 

Página: 557: 

 
 
SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO.  
 
Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control 
de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con 
el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de 
derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el 
control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación 
con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, 
controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo 
término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma 
incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, 
esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas 
vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia 
de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean 
revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una 
parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e 
interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de 
inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema 
Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que 
finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, 
debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de 



sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas 
correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona 
para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar 
o declarar su incompatibilidad.  
 
Varios 912/2010. 14 de julio de 2011. Mayoría de siete votos; votaron en 
contra: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
con salvedades y Luis María Aguilar Morales con salvedades. Ausente: y 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado del engrose: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura 
Patricia Rojas Zamudio. 
 
El Tribunal Pleno, el veintiocho de noviembre en curso, aprobó, con el 
número LXX/2011(9a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito 
Federal, a veintiocho de noviembre de dos mil once. 
 

 

Itero, la obligación de que todas las autoridades del Estado 

mexicano constreñida en el artículo 1 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, tienen que respetar, proteger y garantizar 

los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 

internacionales, compromete y faculta a los órganos jurisdiccionales 

locales y especializados (como en el caso, es el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur) para pronunciarse en 

tales aspectos (es decir, ejercer el aludido control difuso), quedando 

al arbitrio de estos órganos jurisdiccionales determinar previo a la 

verificación de si se colman los presupuestos formales y 

materiales de admisibilidad y procedencia, si la norma tiene 

méritos de ser inaplicada.  

 

Se corrobora lo anterior, con el contenido del siguiente criterio 

de jurisprudencia visible en la Época: Décima Época Registro: 2002264 

Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XV, Diciembre 

de 2012, Tomo 1 Materia(s): Común, Constitucional Tesis: 1a./J. 

18/2012 (10a.) Página: 420: 

 
 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD 
(REFORMA CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO DE 2011). 
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Mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, se modificó el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, rediseñándose la forma en la que los órganos 
del sistema jurisdiccional mexicano deberán ejercer el control de 
constitucionalidad. Con anterioridad a la reforma apuntada, de 
conformidad con el texto del artículo 103, fracción I, de la Constitución 
Federal, se entendía que el único órgano facultado para ejercer un control 
de constitucionalidad lo era el Poder Judicial de la Federación, a través 
de los medios establecidos en el propio precepto; no obstante, en virtud 
del reformado texto del artículo 1o. constitucional, se da otro tipo de 
control, ya que se estableció que todas las autoridades del Estado 
mexicano tienen obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el propio Estado mexicano es parte, lo que también comprende 
el control de convencionalidad. Por tanto, se concluye que en el sistema 
jurídico mexicano actual, los jueces nacionales tanto federales como 
del orden común, están facultados para emitir pronunciamiento en 
respeto y garantía de los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución Federal y por los tratados internacionales, con la 
limitante de que los jueces nacionales, en los casos que se sometan 
a su consideración distintos de las vías directas de control previstas 
en la Norma Fundamental, no podrán hacer declaratoria de 
inconstitucionalidad de normas generales, pues únicamente los 
órganos integrantes del Poder Judicial de la Federación, actuando 
como jueces constitucionales, podrán declarar la 
inconstitucionalidad de una norma por no ser conforme con la 
Constitución o los tratados internacionales, mientras que las demás 
autoridades jurisdiccionales del Estado mexicano sólo podrán 
inaplicar la norma si consideran que no es conforme a la 
Constitución Federal o a los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos. 
 
(Énfasis propio) 
 
Contradicción de tesis 259/2011. Entre las sustentadas por el Primer y 
Segundo Tribunales Colegiados, ambos del Trigésimo Circuito. 30 de 
noviembre de 2011. Mayoría de tres votos. Disidentes: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
Tesis de jurisprudencia 18/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de enero de dos mil doce. 
 
 

Así como también, con el contenido del criterio de jurisprudencia 

visible en la Época: Décima Época Registro: 2006186 Instancia: 

Segunda Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación Libro 5, Abril de 2014, Tomo I 

Materia(s): Común, Administrativa, Administrativa Tesis: 2a./J. 16/2014 

(10a.) Página: 984: 

 
 
CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. 
 
Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales 
ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la 
propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye 



un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo 
es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y 
convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva 
al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las 
controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La 
diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba 
en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder 
Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el 
análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la 
controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general 
impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los 
tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los 
argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el 
segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o 
inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de 
legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de 
todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en 
el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de 
legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal 
puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula 
conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo 
el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de 
existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y 
el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, 
expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera 
que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que 
mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, 
para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio 
de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea 
necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese 
sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además 
de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a 
realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado 
o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal 
administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo 
se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio 
de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar 
ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea 
cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se 
conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe 
de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la 
Federación tiene competencia primigenia respecto del control de 
constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su 
estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se 
aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o 
inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes 
los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los 
conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y 
convencionalidad del precepto en el sistema concentrado. 
 
(Énfasis propio) 
 
Contradicción de tesis 336/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 22 de enero de 
2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
Tesis XXX.1o.1 A (10a.), de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ESTÁ OBLIGADO A EFECTUAR EL 
CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE 
CONVENCIONALIDAD.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 
2016, y el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
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amparo directo 212/2013. 
 
Tesis de jurisprudencia 16/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de febrero de dos mil 
catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2014, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 

 

Y, del contenido del siguiente criterio de jurisprudencia visible en 

la Época: Décima Época Registro: 2005057 Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación Libro 1, Diciembre de 2013, 

Tomo II Materia(s): Común Tesis: XXVII.1o.(VIII Región) J/8 (10a.) 

Página: 953: 

 

CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO. SUS 
PRESUPUESTOS FORMALES Y M1ATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y 
PROCEDENCIA. 
 
Aun cuando el control difuso de constitucionalidad -connotación que 
incluye el control de convencionalidad- que ejercen los órganos 
jurisdiccionales en la modalidad ex officio no está limitado a las 
manifestaciones o actos de las partes, pues se sustenta en el principio 
iura novit curia, ello no implica que deba ejercerse siempre, pues existen 
presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia 
que deben tenerse en cuenta. La ley, la jurisprudencia y la práctica 
muestran que algunos de esos presupuestos, que de no satisfacerse 
impedirán su ejercicio, de manera enunciativa son: a) que el juzgador 
tenga competencia legal para resolver el procedimiento o proceso en 
el que vaya a contrastar una norma; b) si es a petición de parte, que 
se proporcionen los elementos mínimos, es decir, debe señalarse 
con toda claridad cuál es el derecho humano o garantía que se estima 
infringido, la norma general a contrastar y el agravio que le produce, 
pues de otra forma, sin soslayar su carácter de conocedor del 
derecho, el juzgador no está obligado a emprender un estudio 
expreso oficioso de los derechos humanos o preceptos 
constitucionales o convencionales que se le transcriban, o que de 
manera genérica se invoquen como pertenecientes al sistema; c) 
debe existir aplicación expresa o implícita de la norma, aunque en 
ciertos casos también puede ejercitarse respecto de normas que, 
bien sea expresa o implícitamente, deban emplearse para resolver 
alguna cuestión del procedimiento en el que se actúa; d) la existencia 
de un perjuicio en quien solicita el control difuso, o bien irrogarlo a 
cualquiera de las partes cuando se realiza oficiosamente; e) 
inexistencia de cosa juzgada respecto del tema en el juicio, pues si 
el órgano jurisdiccional ya realizó el control difuso, estimando que la 
norma es constitucional, no puede realizarlo nuevamente, máxime si 
un juzgador superior ya se pronunció sobre el tema; f) inexistencia 
de jurisprudencia obligatoria sobre la constitucionalidad de la norma 
que emiten los órganos colegiados del Poder Judicial de la 
Federación, porque de existir, tal criterio debe respetarse, pues el 
control concentrado rige al control difuso y, g) inexistencia de 
criterios vinculantes respecto de la convencionalidad de la norma 



general, ya que conforme a las tesis de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, los emitidos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos son vinculantes para los tribunales del Estado Mexicano. 
 
(Énfasis propio) 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA OCTAVA REGIÓN. 
 
Amparo en revisión 29/2013 (expediente auxiliar 207/2013). Brenda Edaly 
Martínez Pérez. 8 de marzo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Ybraín Hernández Lima. Secretario: Juan Carlos Corona Torres. 
 
Amparo en revisión 80/2013 (expediente auxiliar 419/2013). Itzcóatl Ixion 
Medina Soto. 9 de mayo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Edgar 
Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión 
de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado. Secretario: Santiago Ermilo Aguilar Pavón. 
 
Amparo en revisión 133/2013 (expediente auxiliar 520/2013). Fidel 
Hernández Reyes. 14 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretario: Samuel René Cruz Torres. 
 
Amparo directo 239/2013 (expediente auxiliar 627/2013). Miguel Alejandro 
García Acevedo. 23 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco Aguilar 
Ballesteros. 
 
Amparo directo 677/2013 (expediente auxiliar 715/2013). Flenin Casiano 
Ramírez y otra. 23 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco Aguilar 
Ballesteros. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2013 a las 06:00 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2013, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 

 

En ese sentido, del análisis realizado por esta Segunda Sala, a 

los argumentos vertidos por la parte actora como conceptos de 

impugnación, se declara inoperante realizar control difuso ex officio, en 

primer lugar, toda vez que no fue solicitado por el demandante, y en 

segundo lugar, de los motivos que aduce (agravios) como afectación a 

sus derechos humanos, estos constituyen meras afirmaciones sin 

sustento, ya que carecen de la explicación mínima del hecho y 

razonamiento suficiente que demuestre la violación de que se duele, en 

ese tenor, se advierte que la norma no da pauta de ser inaplicada, en 

atención a que no se crea la suficiente convicción para determinar la 

violación a los derechos humanos que expresa. 
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Esto es así, pues fuera de lo que establece el principio iura novit 

curia, este órgano no se encuentra obligado a realizar ¨oficiosamente¨ un 

estudio exhaustivo de los derechos humanos o preceptos constitucionales 

que se invoquen, y, además, de la causa petendi, no se advierte la 

violación aducida.  

 

Tiene aplicación la jurisprudencia que se ubica en Época: Décima 

Época Registro: 2008514 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación Libro 15, febrero de 2015, Tomo III Materia(s): Común Tesis: 

XXVII.3o. J/11 (10a.) Página: 2241: 

 
CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. SI SE SOLICITA SU 
EJERCICIO Y NO SE SEÑALA CLARAMENTE CUÁL ES EL DERECHO 
HUMANO QUE SE ESTIMA INFRINGIDO, LA NORMA GENERAL A 
CONTRASTAR NI EL AGRAVIO QUE PRODUCE, DEBE DECLARARSE 
INOPERANTE EL PLANTEAMIENTO CORRESPONDIENTE. 
 
Si bien el control difuso de constitucionalidad -connotación que incluye el control 
de convencionalidad-, que se ejerce en la modalidad ex officio, no está limitado 
a las manifestaciones o actos de las partes, cuando se solicita su ejercicio deben 
señalarse claramente los elementos mínimos que posibiliten su análisis, es decir, 
cuál es el derecho humano que se estima infringido, la norma general a 
contrastar y el agravio que produce, pues, de no ser así, el planteamiento 
correspondiente debe declararse inoperante, ya que fuera del cumplimiento del 
principio iura novit curia, el juzgador no está obligado a emprender un estudio 
"expreso" oficioso de los derechos humanos o preceptos constitucionales o 
convencionales que se le transcriban, o que genéricamente se invoquen como 
pertenecientes al sistema. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 29/2013 (cuaderno auxiliar 207/2013) del índice del Cuarto 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo. 8 de marzo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Ybraín Hernández Lima. Secretario: Juan Carlos Corona Torres. 
 
Amparo en revisión 80/2013 (cuaderno auxiliar 419/2013) del índice del Cuarto 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo. Itzcóatl Ixion Medina Soto. 9 de mayo de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Edgar Bruno Castrezana Moro, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos 
del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el diverso 42, fracción V, del Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo. Secretario: Santiago Ermilo Aguilar Pavón. 
 
Amparo directo 232/2013 (cuaderno auxiliar 385/2013) del índice del Cuarto 



Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo. Sandra Edith Gutiérrez Ochoa y otro. 17 de mayo de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: 
José Francisco Aguilar Ballesteros. 
 
Amparo directo 320/2013 (cuaderno auxiliar 485/2013) del índice del Cuarto 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo. Julio Javier Jiménez Mundo. 31 de mayo de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José 
Francisco Aguilar Ballesteros. 
 
Amparo en revisión 133/2013 (cuaderno auxiliar 520/2013) del índice del Cuarto 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo. Fidel Hernández Reyes. 14 de junio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretario: 
Samuel René Cruz Torres. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2015 a las 09:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 23 de febrero de 2015, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

En igual sentido robustece lo anterior, el criterio ubicado en Época: 

Décima Época Registro: 2010038 Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo III 

Materia(s): Común Tesis: (V Región) 2o. J/1 (10a.) Página: 1683: 

 
CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR 
"RAZONAMIENTO" COMO COMPONENTE DE LA CAUSA DE PEDIR PARA 
QUE PROCEDA SU ESTUDIO. 
 
De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado diversos juristas de 
la doctrina moderna respecto de los elementos de la causa petendi, se colige 
que ésta se compone de un hecho y un razonamiento con el que se explique la 
ilegalidad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia 1a./J. 81/2002, de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que 
la causa de pedir no implica que los quejosos o recurrentes pueden limitarse a 
realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues a ellos corresponde 
(salvo en los supuestos de suplencia de la deficiencia de la queja) exponer, 
razonadamente, por qué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que 
reclaman o recurren; sin embargo, no ha quedado completamente definido qué 
debe entenderse por razonamiento. Así, conforme a lo que autores destacados 
han expuesto sobre este último, se establece que un razonamiento jurídico 
presupone algún problema o cuestión al cual, mediante las distintas formas 
interpretativas o argumentativas que proporciona la lógica formal, material o 
pragmática, se alcanza una respuesta a partir de inferencias obtenidas de las 
premisas o juicios dados (hechos y fundamento). Lo que, trasladado al campo 
judicial, en específico, a los motivos de inconformidad, un verdadero 
razonamiento (independientemente del modelo argumentativo que se utilice), se 
traduce a la mínima necesidad de explicar por qué o cómo el acto reclamado, o 
la resolución recurrida se aparta del derecho, a través de la confrontación de las 
situaciones fácticas concretas frente a la norma aplicable (de modo tal que 
evidencie la violación), y la propuesta de solución o conclusión sacada de la 
conexión entre aquellas premisas (hecho y fundamento). Por consiguiente, en 
los asuntos que se rigen por el principio de estricto derecho, una alegación que 
se limita a realizar afirmaciones sin sustento alguno o conclusiones no 
demostradas, no puede considerarse un verdadero razonamiento y, por ende, 
debe calificarse como inoperante; sin que sea dable entrar a su estudio so 
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pretexto de la causa de pedir, ya que ésta se conforma de la expresión de un 
hecho concreto y un razonamiento, entendido por éste, cualquiera que sea el 
método argumentativo, la exposición en la que el quejoso o recurrente realice la 
comparación del hecho frente al fundamento correspondiente y su conclusión, 
deducida del enlace entre uno y otro, de modo que evidencie que el acto 
reclamado o la resolución que recurre resulta ilegal; pues de lo contrario, de 
analizar alguna aseveración que no satisfaga esas exigencias, se estaría 
resolviendo a partir de argumentos no esbozados, lo que se traduciría en una 
verdadera suplencia de la queja en asuntos en los que dicha figura está vedada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR 
DE LA QUINTA REGIÓN. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo) 407/2014 (cuaderno auxiliar 920/2014) del índice del Décimo 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. Jefe de la Unidad Jurídica 
de la Delegación Estatal Guerrero del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado. 6 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jaime Uriel Torres Hernández. Secretario: Amaury Cárdenas Espinoza.  
 
Amparo en revisión 35/2015 (cuaderno auxiliar 258/2015) del índice del Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, con apoyo del Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa. Irma Patricia Barraza Beltrán. 30 de abril de 
2015. Unanimidad de votos. Ponente: Amaury Cárdenas Espinoza, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos 
del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Karen Estrella Aguilar Valdés. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo) 446/2014 (cuaderno auxiliar 916/2014) del índice del Décimo 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con 
apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. Titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control en Caminos y Puentes 
Federales de Ingresos y Servicios Conexos. 27 de febrero de 2015. Unanimidad 
de votos. Ponente: Amaury Cárdenas Espinoza, secretario de tribunal autorizado 
por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para 
desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 
diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio 
Consejo. Secretaria: Karen Estrella Aguilar Valdés. 
 
Amparo en revisión 283/2014 (cuaderno auxiliar 125/2015) del índice del Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, con apoyo del 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en Culiacán, Sinaloa. Secretaría de Urbanismo y Medio Ambiente 
del Gobierno del Estado de Michoacán. 14 de mayo de 2015. Unanimidad de 
votos. Ponente: Amaury Cárdenas Espinoza, secretario de tribunal autorizado 
por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para 
desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 
diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio 
Consejo. Secretaria: Karen Estrella Aguilar Valdés. 
 
Amparo directo 24/2015 (cuaderno auxiliar 228/2015) del índice del Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, con apoyo del Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa. Dora Margarita Quevedo Delgado. 14 de mayo 
de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Amaury Cárdenas Espinoza, secretario 
de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 



Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos 
del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Manuela Moreno Garzón. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 81/2002 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, 
diciembre de 2002, página 61, con el rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA 
CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS 
QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS 
AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2015, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

En otro orden de ideas, respecto al contenido del único concepto 

de impugnación, en el que manifiesta que la autoridad demandada al 

resolver el recurso de reconsideración contenido en la resolución 

identificada bajo el número NCI: 2P/060718/055, de fecha dieciséis de 

agosto del dos mil dieciocho, contenida en el oficio número 

UTM/2962/5/2018, mediante la cual confirmo la diversa resolución 

inmersa en el oficio número UTM/2278/4/2018, de fecha veinte de junio 

de dos mil dieciocho, a través de la cual no fue posible obsequiar lo 

solicitado en el escrito libre de fecha dieciocho de junio de dos mil 

dieciocho, ambas emitidas por la referida unidad de transporte y 

movilidad del gobierno del estado de Baja California Sur, sosteniendo 

que los motivos de inconformidad expuestos en contra de la resolución 

primigenia motivo de dicho medio de defensa administrativo fueron 

ignorados sin razón y sin justificación alguna, ya que la hoy demandada 

al resolver el recurso administrativo de marras, fue con base en los 

mismo argumentos utilizados en su primera determinación, lo que le 

causa agravio, solicitando a este órgano jurisdiccional que se declare 

la nulidad para el efecto de que se emita otra en la que atiendan los 

planteamientos en aquella sede administrativa. 

 

Efectivamente, de las constancias agregadas en autos del 
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presente asunto, se advierte que por escrito libre presentado en fecha 

dieciocho de junio de dos mil dieciocho la hoy demandante, solicitó el 

otorgamiento de una concesión para la prestación de un servicio 

público de transporte de pasajeros mediante el uso de una 

aplicación de internet, el cual dice, sería prestado en la localidad de 

Cabo San Lucas, de esta entidad federativa, señalando las causas que 

a su parecer justificaron los motivos de la citada solicitud. 

 

Luego, mediante oficio UTM/2278/4/2018, de fecha veinte de 

junio de dos mil dieciocho, emitido por la Dirección de la Unidad de 

Transporte y Movilidad del Gobierno del Estado de Baja California Sur, 

se dio respuesta a aquella solicitud, en la que medularmente se señaló 

la imposibilidad de obsequiar lo solicitado, bajo el siguiente 

argumento: ¨la convocatoria, es el único medio por el cual la autoridad 

puede instar a los particulares interesados en obtener una concesión, 

para que estos concurran ante ella y efectúen la presentación de 

propuestas para obtener la concesión o concesiones respectivas, y, a 

su vez, la publicación de la propia convocatoria es el acto formal, al que 

forzosamente deben esperar los particulares para poder presentar una 

solicitud de concesión o permiso, convocatoria a la que quedan sujetos 

en todo cuanto en ella se comprenda y refiera, de acuerdo a las 

formalidades, requisitos y plazos que la misma convocatoria 

establezca, son sujeción plena a la Ley de Transporte para el Estado 

de Baja California Sur¨. Además, la hoy demandada sostuvo que la 

solicitud contenida en el escrito libre de fecha dieciocho de junio de dos 

mil dieciocho, fue presentada sin que haya mediado convocatoria y sin 

que previamente se haya emitido la ¨Declaratoria de Necesidad Pública 

de Transporte¨ resultando totalmente improcedente dicha solicitud. 



A lo que en contra de la determinación in supra precisada, en 

fecha seis de julio de dos mil dieciocho, la hoy demandante promovió 

recurso de reconsideración, en el que como motivos de inconformidad 

esencialmente esgrimió, que la entonces autoridad recurrida, debía 

dictar otra, en la que ordenará el monitoreo para detectar las 

necesidades del transporte en la ciudad de Cabo San Lucas, de esta 

entidad federativa, pues desde su perspectiva, si bien la solicitud de 

concesión referida fue presentada sin que mediara convocatoria, 

también alegó que no tiene conocimiento de que exista un monitoreo 

de la necesidad del servicio aludido, lo que a su parecer le causa 

agravio a su derecho humano y constitucional de un trabajo digno, 

además señaló que la disposición legal señalada en el acto recurrido, 

fundamento de la negativa su petición, le violenta diversos derechos y 

garantías consagradas en los artículos 1, 5, 25 y 28 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

  Y por último, mediante resolución identificada bajo el número 

NCI: 2P/060718/055, de fecha dieciséis de agosto del dos mil dieciocho, 

contenida en el oficio número UTM/2962/5/2018, se confirmó la 

diversa resolución inmersa en el oficio número UTM/2278/4/2018, de 

fecha veinte de junio de dos mil dieciocho, a través de la cual no fue 

posible obsequiar lo solicitado en el escrito libre de fecha 

dieciocho de junio de dos mil dieciocho, ambas emitidas por la 

multicitada Unidad de Transporte. 

 

El concepto de impugnación en estudio es infundado, así 

resulta, ya que la autoridad demandada, al momento de resolver el 

recurso de reconsideración mediante el cual confirma la resolución 

recurrida, cumple cabalmente con los requisitos de validez que todo acto 
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administrativo debe reunir, mismos que se encuentran preceptuados en 

el contenido del numeral 8 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

para el Estado y Municipios de Baja California Sur, pues contrario a lo 

aducido por la demandante, la resolución materia de impugnación en esta 

sede, atendió en términos de las disposiciones legales aplicables los 

planteamientos vertidos en el medio de defensa administrativo. 

 

Si bien es cierto, que la autoridad hoy demandada al resolver el 

medio de defensa aludido, en donde expuso medularmente los motivos 

para confirmar la diversa resolución que tuvo a bien negar la solicitud de 

concesión para la prestación del servicio de transporte público de 

pasajeros mediante el uso de herramientas tecnológicas en la localidad 

de Cabo San Lucas, de esta entidad, efectivamente aquella fue omisa en 

atender los planteamientos vertidos, que de manera particular la 

entonces recurrente esgrimió relativos a que dicha autoridad de 

transporte, en términos del artículo 22 fracción I de la Ley de Transporte 

para el Estado de Baja California Sur, debía dar la orden para la 

realización de un monitoreo enfocado a detectar las necesidades de 

dicho servicio público y eventualmente dictar la Declaratoria de 

Necesidad Pública de Transporte para culminar con la emisión de la 

convocatoria, con la finalidad de que la hoy accionante pudiera participar 

en la obtención de la aludida concesión. 

 

A pesar de esto, a juicio de esta Segunda Sala, no resulta 

suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, 

puesto que en esta última se advierte, que la autoridad demandada al 

resolver el medio de defensa administrativo, fundo y motivo 

suficientemente las causas que justificaron la confirmación de la 



resolución recurrida.  

 

 Itero, esto resulta pues del contenido de dicha resolución, se 

advierte del considerando ¨TERCERO¨ (visible a fojas 0023 reverso), la 

razones por la cuales no resulto procedente la solicitud de concesión del 

servicio público de transporte, ya que para acceder a ello es necesario 

que se colmen los requisitos y procedimientos previstos en el artículo 22 

de la Ley de Transporte antes referida. 

 

En esa tesitura, del arábigo invocado in supra, se enmarcan los 

procedimientos a seguir para la obtención de la concesión antes referida, 

es decir, se establece la atribución en favor de la Dirección de Transporte 

de realizar los monitoreos necesarios para detectar la necesidad de 

transporte así como también, la de recibir aquellos realizados por parte 

de los Consejos Municipales de Transporte; y a su vez, esta Unidad de 

Transporte, dará aviso del estudio donde se detecte la necesidad a los 

propios Consejos Municipales de que se trate, a efecto de que estos y 

los terceros interesados (representante de concesionarios de una 

modalidad de transporte) si estos últimos existiesen, para que hagan las 

observaciones de procedencia de la ¨Declaratoria de Necesidad Pública 

de Transporte¨; posterior esto y previa valoración de las observaciones 

realizadas de los sujetos antes referidos, con acuerdo del Gobernador 

del Estado, se hará la Declaratoria de Necesidad Pública de Transporte, 

misma que será publicada en el órgano de difusión oficial de la propia 

entidad, así como en el periódico de mayor difusión en el Municipio donde 

se requiera el concesionamiento del servicio. 

 

Luego, se publicará la convocatoria precisando la modalidad del 
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servicio, clase, número de concesiones a otorgar a fin de que los 

interesados formulen sus respectivas propuestas, se recibirán las 

solicitudes, y finalmente, se dará vista al Consejo Municipal de Transporte 

para proceder a su estudio, a efecto de presentar dentro del plazo 

señalado el dictamen correspondiente al Gobernador del Estado. 

 

Sin embargo, del numeral normativo aquí expuesto no se advierte 

de ninguna parte, que el Director de Transporte (Dirección de la Unidad 

de Transporte y Movilidad de la Secretaria de Planeación Urbana, 

Infraestructura y Movilidad del Gobierno de Estado de Baja California 

Sur) tenga la obligación legal de realizar los monitoreos para 

detectar las necesidades de transporte con determinada 

periodicidad, ya que de acuerdo al contenido del artículo 22 de la Ley 

de Transporte3, específicamente, la porción normativa contenida en la 

fracción I de aquel dispositivo, solo refiere que dichos monitoreos serán 

¨permanentes¨, para mejor ilustración se trascribe la parte que interesa: 

¨… 

I.- La Dirección de Transporte, deberá realizar los trabajos necesarios de 
monitoreo en forma permanente, para detectar las necesidades de 
Transporte Público que se vayan presentando en el Estado, debiendo también 
recibirlas por parte de los Consejos Municipales de Transporte, 
correspondientes. 

(Énfasis propio) 

 

La Dirección de Transporte dará aviso al Consejo Municipal de Transporte 
de que se trate, y a los terceros interesados en el estudio donde se detecte la 
necesidad, a efecto de que estos hagan sus observaciones sobre la 
procedencia, en su caso, de la “Declaratoria de Necesidad Pública de 
Transporte”, para lo que dispondrán de un plazo que no excederá de 20 días 
hábiles. 

 

En los términos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por 
“tercero interesado” al representante de los concesionarios de una modalidad 
de transporte público diversa a la que será materia de estudio, que pudiera 
resultar perjudicada con la Declaratoria de Necesidad Pública de Transporte. 

 

 
3 Ley de Transporte para el Estado de Baja California Sur publicada en el Boletín Oficial del Gobierno del 
Estado de Baja California Sur en fecha 08 de diciembre de 1997. 



….¨ 

En esa virtud, es claro que el procedimiento aludido establece la 

obligación de la autoridad de transporte realice permanentemente 

aquellos monitoreos para detectar la necesidad de transporte, que, 

de acuerdo a su significado, la palabra ¨permanente¨ 

del latín permănens,-entis. Adjetivo que permanece; sin limitación de 

tiempo4, es decir, refiere en el caso concreto, que tales monitoreos se 

realizan sin interrupción alguna, de manera continua; sin que sea 

obstáculo a lo anterior, aun y cuando la demandante haya expresado 

argumentos respecto a la falta de conocimiento de que se hayan 

realizado aquellos monitoreos, fue omiso en aportar medio de convicción 

alguno que demuestre fehacientemente dicha circunstancia, máxime que 

de las propias constancias agregadas a la presente causa, no se advierte 

que efectivamente se haya controvertido su existencia.  

 

Apoya lo anterior, el contenido de la jurisprudencia ubicada en la 

Época: Novena Registro: 180515 Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta Tomo XX, septiembre de 2004 Materia(s): 

Administrativa Tesis: VI.3o.A. J/38 Página: 1666: 

 
 
PRUEBA, CARGA DE LA, EN EL JUICIO FISCAL. 
 
De conformidad con el artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 
de aplicación supletoria en los juicios fiscales por disposición del artículo 5o., 
segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, al actor corresponde 
probar los hechos constitutivos de su acción y al reo (demandado) los de sus 
excepciones. Por tanto, cuando en el juicio fiscal exista necesidad de aportar 
alguna prueba para dilucidar un punto de hecho, tocará a la parte interesada en 
demostrarlo gestionar la preparación y desahogo de tal medio de convicción, 
pues en ella recae la carga procesal, y no arrojarla al tribunal con el pretexto de 
que tiene facultades para allegarse de los datos que estime pertinentes para 
conocer la verdad. De otra forma, se rompería el principio de equilibrio procesal 
que debe observarse en todo litigio. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEXTO CIRCUITO. 
 
Revisión fiscal 96/2002. Administrador Local Jurídico de Puebla Norte. 20 de 

 
4 Definición según la Real Academia de la Lengua Española. 
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junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. 
Secretario: José Guerrero Durán. 
 
Amparo directo 199/2002. Alejandro Maldonado Rosales. 12 de septiembre de 
2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Víctor 
Martínez Ramírez. 
 
Amparo directo 27/2003. Inmobiliaria Erbert, S.A. 20 de febrero de 2003. 
Unanimidad de votos. Ponente: María del Pilar Núñez González. Secretario: 
Carlos Márquez Muñoz. 
Revisión fiscal 201/2003. Administradora Local Jurídica de Puebla Sur. 22 de 
enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: María del Pilar Núñez González. 
Secretario: Sergio Armando Ruz Andrade. 
 
Revisión fiscal 101/2004. Administrador Local Jurídico de Puebla Norte. 12 de 
agosto de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: María del Pilar Núñez 
González. Secretaria: Mercedes Ortiz Xilotl. 
 
 

Además, no estatuye obligación alguna que estos deban hacerse 

del conocimiento del hoy accionante, pues es de amplio conocimiento 

que en la actualidad existen los mecanismos legales para solicitar a los 

entes públicos la información que requieran acorde a los parámetros 

permitidos por tales normativas. 

 

En la misma línea de pensamiento, no basta con realizar 

afirmaciones de lo que considera a su juicio, violatorio de alguna 

disposición legal, ya que la demandada al dictar la resolución que en esta 

vía se controvierte fue apegada a derecho y, por el contrario, el 

demandante, no explica ni al menos de forma mínima, por qué o como 

aquella resulta fuera del marco de legalidad que todo acto administrativo 

de revestir. 

 

Finalmente, a juicio de esta Segunda Sala por las relatadas 

consideraciones, resulta pertinente reconocer la validez de la resolución 

impugnada. 

 

Por último, en vista de la trascendencia de lo aquí resuelto y de 



conformidad a lo facultado en el párrafo final del artículo 76 de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, esta Segunda Sala estima pertinente ordenar notificar de 

manera personal a las partes, con copia certificada de la presente 

resolución. 

 

Por lo anteriormente expuesto, no habiendo otro asunto por 

desahogar y con fundamento en los artículos 56, 57 y 60 fracción I de la 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, se: 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Esta Segunda Sala es COMPETENTE para tramitar y 

resolver en definitiva el presente juicio, de conformidad al considerando 

PRIMERO de esta resolución. 

 

SEGUNDO: NO SE SOBRESEE EL PRESENTE JUICIO por los 

fundamentos y motivos expuestos en el considerando TERCERO de esta 

resolución. 

 

TERCERO: SE RECONOCE LA VALIDEZ de la resolución 

impugnada por los fundamentos y motivos expuestos en el considerando 

CUARTO de esta resolución. 

 

CUARTO: Notifíquese personalmente a las partes con copia 

certificada de la presente resolución. 
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Así lo resolvió y firma la Licenciada Ramiro Ulises Contreras 

Contreras, Magistrado Instructor de la Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el 

Licenciado Erick Omar Chavez Barraza, Secretario de Estudio y Cuenta 

con quien actúa y da fe.  Doy fe.  

 

Dos Firmas ilegibles 

 

Esta Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California Sur, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 28, 29 fracciones III y IV, 106, 112 fracción III, 113 Y 119 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Baja California Sur; artículos 1 y 3, fracciones VIII y IX, de la Ley de 

Protección de datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para 

el Estado de Baja California Sur; así como, el Lineamiento Séptimo 

fracción I y Lineamiento Trigésimo Octavo fracciones I y II, y 

Cuadragésimo de los Lineamientos Generales en Materia de 

Clasificación y Desclasificación de la Información, para la Elaboración de 

Versiones Publicas; indica que fueron suprimidos de la versión publica 

de la presente sentencia el nombre de las partes y el de los terceros 

ajenos a juicio. Información considerada legalmente como confidencial, 

por actualizar lo señalado en dichos supuestos normativos.  

 

 


